
48 Sábado 18 marzo 1995 BOE núm. 66. Suplemento

da discutirse y analizarse en su integridad la pretensión
ejercitada en esta sede. Así las cosas, es obvio que,
no habiéndose cumplido esta elemental exigencia de
concretar todos los extremos de la pretensión que tuvie­
ran trascendencia constitucional ante los Tribunales ordi­
narios, este Tribunal ha de abstenerse de entrar a cono­
cer de la .cuestión ahora planteada. por incurrir ésta en
el insubsanable defecto previsto en el art. 44.1 c) LOTC
[en conexión con el arto 50.1 a) LOTC]. que fuerza en
este momento a la inadmisión de pleno d~ este motivo
de amparo. "

La conclusión a que ahora se ha llegado fuerta tam- •
bién a descártar todos los argumentos de los actores
sobre la falta de razonamiento en las resoluciones judi­
ciales 'acerca de la naturaleza dolosa de los hechos impu­
tados. Contra lo que ellos afirma-n (y sin que por las
razones antes expuestas proceda hacer ninguna otra
consideración adicional) la Sentencia impugnada deduce
la existencia de dolo de carácter patente e indiscutible.
a juicio del órgano sentenciador. de la ilegalidad de la
Resolución administrativa. que'no podía ser desconocido
por quienes la dictaron. Los argumentos de los actores,
básicamente. pretenden desvirtuar esta conclusión. tra­
tando de dar dimensión constitucional a una cuestión
de legalidad ordinaria, resuelta por el órgano jurisdic­
cional' de conformidad con las atribuciones constitucio­
nales asignadas a éste. El planteamiento mismo de la
cuestión resulta ser, por tanto. improcedente en esta
sede. pues no corresponde al Tribunal Constitucional
revisar las interpretaciones de la legalidad ordinaria. y
la valoración de los hechos probados realizada por los
órganos jurisdiccionales ordinarios. dado que. como ya
se ha afirmado en nuestra jurisprudencia, el art:24 C.E.
no garantiza el acierto en las resoluciones judiciales
(SSTC 148/1994,199/1994 Y 211/1994. por todas).

Las consideraciones anteriores conducen. en conse­
cuencia, a la desestimación de los motivos de amparo
a los que conciernen.

esta Sala». Afirmado el principio. la Sentencia matiza
a continuación que «en este caso no cabe referirse al
acusado oo. como un extraneus a la resolución. sino como
intraneus. Seguramente no en la forma de autoría pre­
vista en el arto 14. 1 C.P.• pero en estos casos en la de
partícipe como cooperador necesario definida en el núm..
3 de dicho precepto, lo que es punitivamente irrelevan­
te». dada la naturaleza de las Resoluciones administra­
tivas discutidas, como actos complejos. Es perceptible.
pues. la existencia de un razonamiento abstracto y gene­
ral proyectable sobre todos los que participaron en la
elaboración de la Resolución administrativa a juicio de
la Sala (los tres actores en amparo). de cuyo razona­
miento es posible deducir ei f~ndamei1to de la condena.
Todo lo cual excluye la eventual vulneración del arto 14
CE y conduce. en consecuencia. a la desestimación del
moti\(o y del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de febrero de mil nove­
cientos noventa y cinco.-MigueIRbdríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García-Mon y González-Regueral.
Carlos de la Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendrá,
Rafael de Mendizábal Allende. Pedro Cruz Villalón.-Fir­
mado y rubricado.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En la cuestión de inconstitucionalidad núm.
1.535/94. elevada al Pleno por la Sala Primera de este
Tribunal sobre el art. 45 de la Ley de Procedimiento
Laboral, texto articulado de 27 de abril de 1990. por
posible vulneración del arto 24.1 C.E. Han comparecido
el Fiscal General del Estado· y el Gobierno de la Nación.
representado por el Abogado del Estado. Ha sido Ponen­
te el Presidente don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer. quien expresa el parecer del Tribunal.

Pleno. Sentencia 48/1995. de 14 de febrero
de . 1995. Cuestión de inconstitucionalidad
1.535/1994. En relación con el art. 45 de
la Ley de Procedimiento Laboral, texto arti­
culado de 27 de abril de 1990. Votos par­
ticulares.

6874

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente
Gimeno Sendra, don José Gabaldón López, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Pedro Cruz Villalón y don Caries Viver Pi-Sunyer,
Magistrados, ha pronunciado

3. Concluyen los recurrentes alegando la infracción
del art. 14 C.E. por cuanto -afirman- la Sala Segunda
del Tribunal Supremo se ha apartado de sus precedentes
en la interpretación del concepto de «funcionario». exi­
gible a efectos de delimitar el tipo del delito de pre­
varicación. incluyendo en él a sujetos que desempeñaban
funciones de asesoramiento y que. por tanto. carecían'
de capacidad para adoptar Resoluciones administrativas.

Como resulta de una muy abundante jurisprudencia
de este Tribunal. el principio de igualdad en la aplicación
de la Ley no impone que Jueces y Tribunales se sometan
rígidamente al precedente. La formulación del citado
derecho es diversa. en cuanto proscribe que el mismo
órgano judicial se aparte de las resoluciones dictadas
anteriormente por él en casos semejantes sin una argu­
mentación razonada de dicha separación que permita
deducir que la solución dada al caso responde a una
interpretación abstracta y general de la norma aplicable,
y no a una respuesta ad personam. singularizada,
que pudiera constituir un supuesto de arbitrariedad
(SSTC 177/1985, 41/1986, 52/1986 y 52/1987,
entre otras).

La lectura de la Sentencia impugnada pone de mani­
fiesto que ese razonamiento existe, incluso particulari­
zando la interpretación dada al precepto, dado que éste
fue uno de los motivos de impugnación de la Sentencia
de instancia por parte del señor Legaza. condenado en
ella. La Sala. ciertamente. ha resuelto tomando en con­
sideración que «el tipo penal de prevaricación de fun­
cionario es un delito especial propio y como tal sólo
puede ser cometido por funcionario público. entendido
en el amplio sentido expresado en el arto 119C.P.• ,lo
que ha si~osubrayado por constante jurisprudencia de
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1. . Antecedentes

1. Por Sentencia dé este Tribunal de fecha 25 de
abril de 1994 (STC 125/1994). se acordó estimar el
recurso de amparo núm. 3.094/92. interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Antonio Rafael Rodrí­
guez Muñoz. en nombre y representación de don Félix
Molina Rey, contra la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, de 22 de octubre de 1992, en
autos 213/92 sobre despido. Por estimar la Sala que
la norma aplicada en la Sentencia impugnada podía vul­
nerar el arto 24.1 C.E.. acordó elevar al Pleno la cuestión
de la posible vulneración del arto 24.1 C.E. por el art. 45
de la Ley de Procedimiento Laboral. texto articulado
aprobado por Real Decreto Legislativo de 27 de abril
de 1990.

2. La Sección Segundadel Pleno del Tribunal acordó
tener por elevada la cuestión planteada por la Sala Pri­
mera por providencia de fecha 24 de mayo de 1994.
En la misma resolución se acordó dar traslado de las
actuaciones recibidas al Congreso de los Diputados
y al Senado, por conducto de sus respectivos Presiden­
tes, al Gobierno por conducto del Ministerio de Justicia
y al fiscal Generaldel Estado. al objeto de que en plazo
de quince días pudieran personarse en el proceso y for­
mular las alegaciones que estimaran convenientes.

3. En sendos escritos registrados en este Tribunal
los días 9 y 10 de junio de 1994, el Senado y el Congreso
de los Diputados. respectivamente, comunicaron a este
Tribunal su intención de no personarse en el procedi­
miento ni formular alegaciones.

4. El Fiscal General del Estado. por escrito registrado
el 15 de junio de 1994 compareció en el proceso. for­
mulando las correspondientes alegaciones. En ellas, y
en priníer lugar. realizaba una exégesis del precepto
cuestionado, así como de su:. inmediato precedente. el
art. 22 de la Ley de Procedi.miento Laboral de 1980.
La diferencia entre ambos preceptos. subrayaba el Minis­
terio Público, era. de una parte. la introducción de una
referencia a los supuestos de presentación de documen­
tos en las islas en que no tuvieran sede los Juzgados
de lo Social (art. 45.2 de la Ley de 1990); la supresión
de la exigencia de comparecencia personal que se impo­
nía expresamente en el art. 22 L.P.L. 1980. y la supresión
en la de 1990 de la decla'ración expresa de ineficacia
de la presentación de documentos cuando no se ajustase
a los requisitos previstos en dicho art. 22 de la Ley
de 1980.

Tras destacar la evidente suavización de los requisitos
para dejar constancia en el Juzgado de lo Social de que
los documentos habían sido presentados. efectivamente
incorporada con la Ley de 1990. sostiene el Fiscal que
la omisión de la referencia a la ineficacia de la presen­
tación sin observar los requisitos establecidos en el
arto 45 L.P.L. de 1998, no puede ser equiparada a una
forni"a implícita de matización del requisito. sino que pare­
ce obedecer a la evidencia de la falta de necesidad de
dicha precisión, pues es obvio que los actos procesales
no son válidos si no se ajustan a las condiciones legales
por estar sometidos a las reglas generales de ineficacia
de los negocios jurídicos.

Se plantea a continuación, si la colisión con el arto
24.1 C.E., lo es de todo el art. 45 L.P.L. o de alguno
de sus requisitos. Para ello, y partiendo del supuesto
en que se planteó la cuestión (la Sentencia dictada en
amparo referenciada en el apartado 1 de estos ante­
cedentes). concluye que el análisis de la presunta opo­
sición al art. 24.1 C.E. «ha de hacerse sobre el requisito
de la comunicación al Juzgado de la presentación del
escrito al día siguiente hábil y no sobre la m.isma pre-

sentación ni tampoQo sobre el párrafo 2.0 del art. 45
L.P.L., sino en cuanto a su conexión referencial con el
apartado 1 del tan citado arto 45 L.P.L.».

Centrada así la cuestión. y sintetizando la doctrina
de este Tribunal sobre la materia a la que se ha hecho
referencia. desde laSTC 3/1986 se acentuó la finalidad
de la exigencia de comparecer al siguiente día hábil ante
el Juzgado de lo Social. que no era otra que no demorar
el conocimiento de la presentación de documentos por
el órgano judicial. eliminando posibles problemas en rela­
ción con otros trámites procesales o la ejecución de
las resoluciones judiciales. Tal exigencia. además. no
constituía un obstáculo insalvable o dificultoso en exceso
para acceder a la tutela judicial (STC 185/1987. fun­
damento jurídico 2. 0

). Pero en ninguna de estas reso­
luciones se planteó la presunta inconstitucionalidad del
precepto. por lo que las afirmaciones antedichas deben
valorarse en el contexto en que se produjeron. Sólo a
partir de la entrada en vigor dela L.P.L. de 1990 comien­
za una línea jurisprudencial en cierto modo crítica con
la norma (SSTC 213/1992. 107/1993. 115/1992 ó
342/1993), que se sintetiza en las siguientes afirma­
ciones: a) que el requisito en cuestión no puede ser
interpretado de forma rigurpsa en un sistema de unidad
jurisdiccional. desconectándolo de su finalidad de pro­
curar la celeridad del procedimiento; b) que el cierre
del acceso al proceso es una sanCión desproporcionada;
c) que la carga de imponer a la parte el deber de comu­
nicar la presentación de escritos en el Juzgado de Guar­
dia, debería ser un acto de comunicación entre órganos
jurisdiccionales; d) que el requisito es redundante y
superfluo y su incumplimiento acarrea unas consecuen­
cias contrarias a la finalidad de la norma; e) que es
obligación de los órganos judiciales proveer lo necesario
para el rápido acceso de los escritos. asegurando la cele­
ridad del proceso. sin que el funcionamiento defectuoso
de la oficina judicial pueda revertir en perjuicio de los
justiciables.

En el marco de esta jurisprudencia. y para valorar
la adecuación del precepto al arto 24.1 C.E., el arto 45
L.P.L. puede verse aplicado en múltiples sítuaciones pro­
cesales que la norma no contempla y que hacen. asi­

.mismo. variable su justificación en cada caso. No es
igual -sostiene el Fiscal- la presentación deescrítos
que inician un proceso que aquéllos en que se trata
de acceder a un recurso, a la luz del principio de cele­
ridad. Tampoco lo es el momento inicial del proceso
si se le contempla desde la perspectiva del conocimiento
que pueda tener el justiciable sobre cuál sea el órgano
que haya de conocer sobre su asunto; un conocimiento
que. en cambio. sí posee cuando se trata de interponer
recursos. Por ello. es sumamente difícil que el Tribunal
pueda resolver la cuestión planteada mediante una Sen­
tencia interpretativa. ante la variedad de situaciones
pensables. '

y teniendo en cuenta lo anterior y el principio de
unidad jurisdiccional del arto 117.5 C.E., que puede ser
valorado de manera funcional, consagrando un sistema
de cooperación entre órganos jurisdiccionales, el man­
tenimiento del requisito cuestionado puede erigirse en
un obstáculo injustificado al derecho a la tutela judicial
efectiva, en tanto que su supresión conduciría a implan­
tar un sístema semejante al de otras jurisdicciones. entre
ellas, la constitucional. , .

Por todo lo anterior, el Ministerio Fiscal expresa su
parecer favorable a que, de conformídad con lo dispuesto
en el art: 39.1 LOTC. se dicte Sentencia que declare
la inconstitucionalidad y nulidad del último inciso del
párrafo 1.0 del art. 45 L.P.L.: «debiendo el interesado
dejar constancia de ello en el Juzgado de lo Social, al
día siguiente hábil, por el medio de comunicación más
rápido».
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5. El Abogado del Estado en representación del
Gobierno, efectuó sus alegaciones por escrito registrado
el 14 de junio de 1994, expresando su parecer favorable
a la declaración de conformidad a la Constitución del
precepto cuestionado, pues entiende que siguen siendo
perfectamente válidas las argumentaciones de la STC
185/1987 sobre la finalidad de la norma, no en tanto
refe,ridas a la salvaguardia de los principios del proceso
laboral, como «para eliminar los inconvenientes y demo­
ras que podrán originarse en la ejecución de las Sen­
tencias si ésta hubiera de verse inter¡ullJpida por la pre­
sentación de recursos de los que sólo se tiene noticia
tardíamente» (STC 185/1987, cit. fundamento jurídi­
co 2.°). Entiende el Letrado del Estado que, siendo evi­
dente el designio del legislador de garantizar la seguridad
de las relaciones laborales estableciendo estrictos plazos
de caducidad para la acción de despido, con la, misma
finalidad puede exigirse la carga procesal que ahora se
discute, que en modo alguno es desproporcionada o
dificultosa. Todo ello, además, viene justificado por la
excepcionalidad de la presentación de escritos en el Juz­
gado de Guardia, cuya excepcionalidad ha sido admitida
como constitucionalmente legítima por la STC 3/1986.

Finalmente, considera el defensor del Estado que la
carg'a legal que aquí se examina se encuentra en el mis­
mo plano de intensidad que la exigencia de respeto al
plazo de caducidad de la acción de despido, «sin que
exista una suerte de salto cualitativo en esta carga con
respecto a la severidad de la norma que establece el
plazo; una y otra responden a la misma lícita finalidad,
que es la posibilidad de obtener inmediatamente por
la parte contraria información relevante de la situación
procesal de la relación jurídica laboral con un pleno grado
de determinación y certeza, en todo acorde con la breve

,caducidad de la acción».

6. Por acuerdo de la Presidencia de 31 de enero
de 1995 y en uso de las facultades conferidas por el
arto 80 LOTC en relación con el arto 206 de la L.O.P.J.,
al haber quedado en minoría en el Pleno la posición
mantenida por el Magistrado Ponente don Carlos de la
Vega Benayas, se designa como nuevo Ponente al Pre­
sidente del Tribunal dón Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.

7. Por providencia de 8 de febrero de 1995, se fijó
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 14 del mismo mes yaño.

11. Fundamentos jurídicos

1. Constituye el objeto de este proceso, iniciado de
acuerdo a lo previsto en el arto 55.2 de la Ley Orgánica
reguladora de este Tribunal, el examen de la conformidad
con el arto 24.1 C.E. del arto 45.1 de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral. texto articulado aprobado por Real
Decreto Legislativo de 27 de abril de 1990 (en adelante,
L.P.L.), en el inciso en que impone a la parte que haya
presentado documentos en el último día del plazo legal­
mente establecido para hacerlo, ante el Juzgado de Guar­
dia, la obligación de poner en conocimiento «del Juzgado
o la Sala de lo Social al día siguiente hábil. por el medio
de comunicación más rápido» dicha presentación.

La norma cuestionada excepciona una regla general
impuesta en el art 44 L.P.L.. según la cual <das partes
habrán de presentar todos los escritos y documentos
en los Registros de los Juzgados y Salas de lo Socia!»,
coincidiendo por lo demás con lo dispuesto para todos
los órdenes jurisdiccionales en el arto 268 L.O.P.J.

No es la existenc,ia de esta excepción lo que se cues­
tiona desde la perspectiva del art. 24 C.E., sino el que
el precepto legal imponga la obligación de poner en
conocimiento del Juzgado de lo Social al día siguiente

hábil dicha presentación, con la consecuencia, derivada
de la integración del precepto con el conjunto del orde­
namiento jurídico, de que el incumplimiento de dicha
carga suponga la ineficacia de esa presentación de escri­
tos y documentos.

2. Para analizar el fondo del asunto ha de recordarse
que, según es doctrina reiterada de este Tribunal, eldere­
cho a la tutela judicial comprende, como regla general,
el de acceder a Jueces y Tribunales en la instancia y
-cuando estén legalmente establecidos, con la conocida
excepción del proceso penal- en vía de recurso, obte­
niendo-de ellos una resolución sobre el fondo del asunto
(por todas, SSTC 64/1983, 93/1984, 10/1985,
6/1986,118/1987, '171/1988,110/1989,
114/1990, 172/1991,201/1992, 191/1993 Ó
96/1994, entre otras). Lo anterior no excluye que el
referido derecho pueda verse satisfecho con una reso­
lución de inadmisión o, en general, cuando se cierra
la posibilidad de conocimiento judicial sobre las preten­
siones de las partes por motivos formales, por la inob­
servancia de requisitos formales legalmente impuestos,
a cuya inobservancia la Ley haya aparejado dicho resul­
tado. Sintetizando nuestra doctrina, pueden subrayarse,
en lo que ahora interesa, los siguientes aspectos:

A) La· libertad de conformación que asiste al legis­
lador en el marco de un derecho como éste, que inex­
cusablemente requiere su intervención, no autoriza a
aquél a oponer obstáculos en el acceso al 'proceso que

. sean «innecesarios y excesivos y carezcan de razona­
bilidad y proporcionalidad respecto de los fines que líci­
tamente puede perseguir; el legislador en el marco de
la Constitución» (STC 4/1 \388, fundamento jurídico 5.°).

B) En consecuencia, las exigencias formales «han
de responder a la naturaleza del proceso y a las fina­
lidades que justifiquen su existencia», que han de ser
discernibles y tener entidad suficiente como para jus­
tificar la obstaculización del derecho por motivos exclu­
sivamente rituarios (SSTC 110/1985 Y 103/1986).

C) Incluso si la exigencia formal, en sí misma Con­
siderada, supera los controles de razonabilidad intrínseca
a que se ha hecho referencia, es también doctrina rei­
terada de este Tribunal que la inobservancia de las exi­
gencias formales no puede conducir' a cons~cuencias

desproporcionadas, sino que ha de atenderse a la gra­
vedad de la infracción cometida y al grado de frustración
de la finalidad -legítima, en atención alas criterios antés
expuestos- perseguida por la norma (SSTC 4/1988 cit.,
fundamento jurídico 5.°; 95/1988, 174/1988 Ó
214/1988, entre otras). .

3. A la luz de la doctrina anterior debe ser exami­
nado el precepto procesal laboral ahora cuestionado,
atendiendo a la razonabilidad de las reglas que contiene,
así como a la proporcionalidad de las sanciones que
se aparejan a su inobservancia. .

Desde la primera de las perspectivas enunciadas -la
razonabilidad misma de la exigencia de comunicar al
Juzgado o Sala de lo Social la presentación de escritos
en el Juzgado de Guardia- el precepto se ha justificado,
históricamente, por dos tipos de razones: el primero, que
se enmarca en un cauce procesal caracterizado por la
celeridad, como consecuencia de la peculiar naturaleza
de las pretensiones que en él se exigen, y tiende a favo­
recer el rápido conocimiento por el órgano judicial de
la realización por la parte de actos con trascendencia
para el proceso (a través de la presentación de los escri­
tos y documentos en que aquéllos se plasman), sirviendo
a la seguridad jurídica también, en cuanto despeja las
dudas acerca de la eventual firrneza de una determinada
situación jurídica o de un determinado acto procesal.
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La segundéi razón reside en que el actual orden social
de ta jurisdicción ha sido, tradicionalmente. una juris­
dicción formalmente separada de la ordinaria (STC
121/1993. fundamento jurídico 3.°). por lo que se hacía
preciso establecer mecanismos que permitieran «la rápi­
da puesta en conocimiento 'del órgano judicial social
de escritos que podrán tener una notable incidencia en
el proceso» (STC 125/1994. fundamento jurídico 4.°)..
Y no era ilógico, en este marco, que tal carga recayese
sobre la parte, primera interesada en la defensa de sus
derechos. En la toma en consideración de estas pecu­
liaridades del proceso de trabajo y de la jurisdicción
social. descansa la declaración inicial de la razonabilidad.
de este requisito (SSTC 3/1986, 175/1988 Ó
113/1990. por todas).

Como ya se apuntó en las SSTC 121/1993 y
125/1994. la consagración constitucional del principio
de,unidad jurisdiccional (art. 117.5 CE) inicia un proceso
de profundas reformas que. especialmente. finaliza con

·la Ley 381'1988. de Demarcación y Planta Judicial. y
que culmina la integración de la jurisdicción laboral en
la ordinaria. siendo uno más de los órdenes que la
integran.

Aunque pudiera considerarse anacrónica la norma.
a partir de la unidad jurisdiccional. e incluso discutirse
la conveniencia o no del mantenimiento de esta exi­
gencia que desplaza sobre la parte cargas y obligaciones
para pr-evenir las consecuencias de retrasos en el fun­
cionamiento de la oficina judicial. ello no implica que
la exigencia que impone el precepto sea contraria a la
Constitución.

Como se ha puesto de manifiesto en~el fundamento
jurídico precedente. la libertad del legislador a la hora
de determinar las modalidades procesales y los requi­
sitos formales que han de presidir la relación de los ciu­
dadanos con los órganos jurisdiccionales. no puede cues­
tionarse. salvo cuando la opción legislativa suponga. por
la' propia naturaleza de las e~igencias que impone al
ciudadano. erigir un obstáculo real y efectivo para el
acceso a la tutela judicial sin una justificación discernible
y legítima a la luz de los derechos o valores' a los que
sirve. Sólo de esta evaluación de la carga impuesta al
ciudadano puede deducirse la hipotética transgresión
del arto 24 C.E.. sin que incumba a este Tribunal valorar
la mayor o menor adecuación. conveniencia o actualidad
de la norma. pues son estos rasgos que, salvados los
límites que se acaban de exponer, sólo al legislador
incumbe apreciar.

La carga de poner en conocimiento del órgano judicial'
la presentación de escritos en el Juzgado de Guardia.
no puede considerarse como un obstáculo excesivamen-"
te gravoso o irrazonablemente impeditivo al acceso a
la Justicia. pues ne es intrínsecamente censurable desde
la perspectiva constitucional el desplazamiento- parcial
al ciudadano de deberes de cooperación con la oficina
judicial para una mejor dispensación de la justicia. en
un proceso como el.laboral. cuya celeridad sigue siendo
un rasgo distintivq. acorde con la naturaleza de las pre­
tensiones ejercitadas. Atendiendo al contenido de la car­
ga de comunicación al órgano judicial. puede. en con­
secuencia. mantenerse el enjuiciamiento positivo que
este TriQunal ha venido haciendo desde su STC 3/1986.

4. La constitucionalidad de la exigencia ha de llevar
de suyo .el que los órganos judiciales puedan extraer
las consecuencias que. de acuerdo a la legislación pro­
cesal. se derivan de la inobservancia de un requisito
legalmente establecido. en concreto. la ineficacia de la
presentación en local ajeno al del Juzgado o Tribunal
de lo Social.

Como hemos dicho en numerosas ocasiones. el dere-
.. cho consagrado en el arto 24 ·C.E. puede,verse también .
satisfecho~ediante una resolución judicial de inadmi­
sióno meramente procesal fundada en unacausa legal­
mente establecida (por todas.STC 115/1990). ya que
el derecho a la prestación jurisdiccional no puede ejer­
cerse {(al margen de los cauces y del procedimiento legal­
mente establecido)) (STC 190/1991, fundamento jurí­
dico 4.°).

La exigencia de respeto de las reglas por las que
el proceso se rige es un requisito fundamental para

_garantizar su adecua'do desenvolvimiento. evitándose
desequilibrios que puedan favorecer a la parte negligente
en favor de la que cumplió adecuadamente con los debe­
res procesales que la Ley le ha impuesto (STC 64/1992).
En suma. «las partes que intervienen en un proceso no
pueden desentenderse de su ordenación legal, estando
obligadas a cumplir con diligencia los deberes procesales
que pesan sobre ellas» (STC 68/1991. fundamento jurí­
dico 2.°). porque sólo ese cumplimiento garantiza la ade­
cuada satisfacción de los intereses de todas las partes
presentes en aquél.

La consecuencia que los órganos judiciales han dedu­
cido. la ineficacia de fa presentación de documentos de
no cumplirse los requisitos establecidos en el arto 45 '
L.P.L.. no puede ser ·calificada de arbitraria o i,nfundada.
sino que enlaza c:on la naturaleza imperativa. de orden
público. de las reglas procesales. y también con el carác­
ter excepcional. en favor .del justiciable. con que opera
el arto 45 L.P.L.. que lejos de ser una medida restrictiva
del derecho del justiciable al acceso a la jurisdicción.,
constituye una excepción flexibilizadora de la norma'
general $obre el lugar de presentación de doc.;uméntos.

Si el requisito es constitucionalmente legítimo según
se ha afirmado. lo serán también las consecuencias que

. legalmente se deriven de su incumplimiento.. Como ya
se ha dicho. la exigencia dela comunicación no es una
carga excesiva y permite fórmulas muy flexibles para
su realización. perola simplicidad de la obligación que
impone la norma legal {la puede servir para justificar
su inobservancia. ni entender como desproporcionada
una consecuencia que sólo resulta de la negligencia de
la parte.

En conclusión. el arto 45 L.P.L. no es contrario al
arto 24 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha ,decidido

Declarar que el art.' 45 de la Ley de Procedimiento
Laboral. aprobada por Real Decreto Legislativo de 27
de abril de 1990, no es contrario al arto 24.1 C.E.

Publíquese esta"'Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a catorce de febrero' de mil nove­
cientos noventa y cinco.-Miguel Rodríguez-Pifiero y Bra­
vo-Ferrer.--Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.--Euge­
nio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra.-José Gabaldón López.-Rafael de Mendizá­
bal Allende.-Julio Oiego González Campos.-Pedro Cruz
Villalón.-Carles Viver Pi:Sunyer.-Firmado y rubricado.
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Voto particular disidente que formula el Magistrado don
Carlos de la Vega Benayas, respecto de la Sentencia
recaída en la cuestión de inconstitucionalidadnúm.
1.535/94, referida al arto 45 de la Ley de Procedimiento
Laboral. Se adhiere al mismo el ,Magistrado don Fer-

nando García-M~ny González-Regueral

1. Creo. con el natural respeto a la opinión -ya Sen­
tencia- de la mayoría, que 'la solución debip ser la de
declarar la inconstitucionalidad del antes citado arto 45
de la L.P.L.. en' tanto en cuanto dioha norma procesál
produce indefensión, vulnerando así el arto 24.1 C.E.

Es doctrina. reiterada de este Tribunal Constitucional.
en efecto. la que se expresa en los fundamentos 1.°
y 2.° de la Sentencia. doctrina que doy por repetida
aquL .

2. Como dice la mayoría. la razonabilidad misma
de la exigencia de comunicar al Juzgado o Sala de lo
Social la presentación de escritos en el Juzgado de Guar­
dia se ha iustificado. históricamente. ·por dos tipos de
razones. u'na. que se enmarca en un cauce procesal
caracterizado por la celeridad. como consecuencia de
la p~culiar naturaleza de las pretensiones que en él se
exigen. y para favorecer el rápido conocimiento por el
órgano judicial de los actos con trascendencia para el
proceso (a través de la presentación de los escritos y
documentos en que' aquéllos se plasman). sirviendo a
la seguridad jurídica también; y otra. que elactual orden
social de la jurisdicción ha sido. tradicionalmente. una
jurisdicción formalmente separada de la ordinaria (STC
121/1993. fundamento jurídico 3.°). por lo que se hacía

• preciso establecer mecanismos que permitieran «la rápi­
da puesta en Gonocimiento del prgano judicial social
de escritos que podrán tener una notable incidencia en
el proceso» (STC 125/1994, fundamento jurídico 4.°).
y no era ilógico. en este marco. que tal carga recayese
sobre la parte. primera interesada en la defensa de sus
derechos. .

En la toma en consideraci.ón de estas peculiaridades
del proceso de trabajo y de la jurisdicción social descansa
la declaración inicial de la razonabilidad de este requisito
(SSTC 3/1986. 175/1988 ó 133/1990, por todas). Por
otra parte. sabido es que como ya se apuntó en las
SSTC 121/1993 y 125/1994, Yse indica por la mayoría.
la consagración constitucional. del principio de unidad
jurisdiccional (art. 117.5 C.E.) inicia un proceso de pro­
fundas reformas que, especialmente. finaliza con la Ley
'38/1988. de Demarcación y Planta Judicial. y que cul­
mina la integración de la jurisdicción laboral en la ordi­
naria. siendo uno más de los órdenes que la integran.

3. Pues bien. es obvio que. según lo expuesto. el
mantenimiento (sin otras alteraciones que las meramen­
te accesorias de la supresión de la comparecencia per­
sonal) de una regla nacida en un marco legal muy dife­
rente implica. sin más. desplazar ahora sobre la parte
cargas y obligaciones que incumben él la oficina judicial.
imponiéndole la realización de actos que preveng3n las
consecuencias de su deficiente organización.

Así valorado. y como ya se apuntó en la STC
172/1993 (fundamento jurídico 2.°), cabría dudar de
la validez constitucional «de un requisito de actividad
impuesto' a la parte para asegurar la comunicación entre
órganos jurisdiccionales y la celeridad del proceso. que
es cometido primordial de los propios órganos judicia­
les». pues. «no tratándose de un supuesto de una acti­
vidad de colaboración con los Jueces y Tribunales en
el-curso del proceso (art. 118 C.E.)). tampoco puede
aceptarse «como principio que. para asegurar el funcio­
namiento normal y ágil de la relación de oficio entre

. distintos órganos efel poder judi.cial. se recurra a imponer
formalmente a las partes obligaciones que no les corres~

•

ponde asumir» (STC 115/1993. fundamento jurídi­
co 5.°). Esta conclusión se refuerza cuando se valoran
las consecuencias que pueden derivarse de su inobser­
vancia. ya que cabe la posibilidad de que. aun siendo
en principio razonable una exigencia. su influencia o
repercusión en la realidad del proceso no sea tal. o bien.
que se convierta o transmute en un resultado o efecto
que haga excesivamente gravosa la pasividad de la parte
(omisión que en buena técnica débellenarel órgano
judicial) por la desproporción que en sí mismo conlleva
el deber de comunicación al Juzgado o Tribunal laboral
con la consecuencia, no otra. que la ineficacia de la
comparecencia escrita ante el Juez de Guardia..

4. Es claro. pues. que la inobservancia de lo dis­
puesto en el arto 45.1. último inciso. L.P.L.. genera ine­
vitablemente la ineficacia del acto de presentación de
documentos. por tener lugar en una sede que no es
la idónea señalada en la tantas veces citada regla gene­
ral. como lo avala la masiva interpretación en este sentido
sostenida por Juzgados y Tribunales de lo Social. Y cabe
calificar a esta consecuencia como contraria al arto 24.1
CE. al menos. por un doble orden de razones:

a) En, primé lugar, porque se anuda al incumpli­
miento de un requisito formal que. como se ha dicho.
carece de razonabilidad en el momento presente. Dado
que los requisitos formales no son «valores autónomos
que tengan sustantividad propia». sino que «han de ana­
lizarse teniend,o presente la finalidad que con ellos pre­
tende lograrse» (STC 216/1989. fundamento jurídi­
co 3.°). este análisis condiciona también la propia legi­
timidad constitucional del precepto que los impone y
de las consecuencias de s~ incumplimiento.

b) En segundo lugar. porque el arto 45.1. último inci­
so. L.P.L.. en el contexto normativo en que se integra.
introduce un mecanismo de respuesta a la inobservancia
del citado requisito formal que carece de matices o meca­
nismos que garanticen la adecuación o proporcionalidad
de aquélla a la gravedad de la infracción cometida. Se
trata. por una parte, de un precepto de estructura lineal.
en la que son tratados por igual (propiciando la ineficacia
de su presentación) documentosque inician un proceso
-en un momento en que aún no ha comenzado el entre­
lazamiento de intereses que teóricamente se quería pro­
teger con él- y documentos aportados durante el pro­
ceso: documentos relevantes para la marcha regular del
proceso y documentos que carecen de esta trascen-
dencia. . .

c) Por otro lado. ese mecanismo de respuesta no
puede tacharse de silencio equiparable a norma sin san­
ción (recuérdese que el arto 22 de la Ley anterior sí
aludía a la ineficacia por el incumplimiento), porque la
consecuencia. o algunas de ellas. viene marcada en otros
ámbitos de la Ley laboral. tales los de los recursos de
suplicación (art. 192.2) y de casación (art. 206.2 de
la Ley de 1990, de 27 de abril) que dichos preceptos
declaran no anunciados o preparados, si no lo han sido
en forma, y porque. en general. lo que está regulando
el texto (art. 45.1) es el presupuesto de la presentación
de escritos y documentos, añadiendo el plus que aquí
se considera excesivo '1 desproporcionado. es decir. el
de comunicar al Juzgado o Sala de lo Social la presen­
tación que hubo de hacerse en el Juzgado de Guardia
por no estar abiertos los Registros de aquéllos.

Sería calificar ese precepto de inútil (cuando. como
es sabido. no sobra ninguna palabra en las Leyes y de
ahí la función interpretativa) admitir que el silencio del
texto concreto en ese extremo entraña también la idea
de que el legislador a lá vez quiere y no quiere que,
un requisito se actúe por la parte; lo cual es claro que
no es así. como ya se ha indicado al citar efectos con-



. BOE núm. 66, Suplemento Sábado 18 ma~o 1995 53

6875

cretos(suplicación,.:casación) del comportamiento omi-
sivo.··, .

. 5. Todolo expuesto debiera Hevar, pues, a declarar
la inconstitucionalidad de la norma cuestionada y su con­
siguiente nulidad. Se sirve. en efecto. mejor a la segu­
ridad jurídica evitando. con esta nulidad, que los Jueces
y Tribunales incurran en contradicción al interpretar y
señalar la sanción de ese supuesto o plus de exigencia
a la parte, respecto de una actividad que en buena ley
compete a la oficina judicial.

Madrid. a catorce de febrero de mil noveCientos
noventa y cinco.-Carlos de la Vega Benayas.-Fernando
García-Mon y González-Regueral.-Firmado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Rafael
de Mendizábal Allende, respecto de la Sentencia dictada
hoy por el Pleno en la cuestión de inconstitucionalidad
núm.. 1.535/94 planteada por la Sala Primera de este
Tribunal con ocasión del recurso de amparo núm.

3.094/92

La Leyes obra de la representación de la soberanía
popular en el conjunto de la Nación española o en él
ámbito territorial de sus nacionalidades o regiones. El
juicio sobre su constitucionalidad. por tanto. ha de ser
claro y tan nítido que una eventual contradicción con
la Constitución resulte notoria. quebrando así la doble
presunción de legitimidad. por una parte. que le es inhe­
rente por su origen democrático, y por la otra, de su
adecuación a la Ley suprema. En tal sentido. todo Juez
constitucional tiene la responsabilidad histórica de saber­
se autocontrolar. evitando la tentación de sustituirla
objetividad de la Norma fundamental por su propia con­
cepción del mundo. con un voluntarismo o decisionismo
siempre peligroso y un activismo nada acorde con su
misión revisora. Tal es el significado del principio de
conservación de las norm~s mediante su lectura con­
forme a la Constitución y la correlativa función de las
Sentencias interpretativas de este Tribunal Constitu­
cional.

Pues bien. en el precepto ahora cuestionado (art. 45
L.P.L.) se establece una carga procesal con un contenido
informativo. sin prever ningún efecto desfavorable por
su incumplimiento. Por tanto. en ningún aspecto afecta
a la efectividad de la tutela judicial. que no resulta menos­
cabada para nada. Se trata de una lex imperfecta, cate­
goría doctrinalmente conocida de antiguo. que configura
un deber. pero no contempla la sanción por su inob­
servancia. Conviene dejar sentado. antes de seguir más
allá en el discurso. que parece plenamente razonable
la exigencia de comunicar al órgano judicial ad hoc el
hecho de haberse presentado escritos o documentos
fuera de su oficina judicial. por el cauce excepcional
del Juez de Guardia, solución muy al aire del arto 24
C.E., donde se albergan los derechos al acceso a la jus­
ticia y a la defensa en juicio, proscribiendo la indefensión.

Aquél y ésta se debilitan hasta el máximo, sin embar­
go. por obra de una severa y restrictiva interpretación
jurisprudencia\, dando una trascendencia desmesurada.
desproporcionada en suma, al incumplimiento de esa
carga procesal informativa, pues se le hace producir la
ineficacia de la presentación del escrito o documento.
Tal efecto irreversible no está en la Ley sino en su apli­
cación. Una medida negativa y desfavorable, que limita
los derechos fundamentales indicados hasta hacerlos
eventualmente imposibles. sólo puede ser establecida
expresamente en la Ley y aun así cabría dudar de su
constitucionalidad. pero en ningún caso puede nacer por
inducción o deducción. por injerencia o presuntivamente.
Una tal lectura impide. en unos casos. el acceso a los
Jueces y Tribunales si se trata de escritos donde se ejer-

zan pretensiones (demandas o o contestación,interposi­
ción de cualquier recurso) o provoca la indefensión de
alguno de los litigantes cuando cierra el paso a docu­
mentos probatorios o a las alegaciones.

En esta encrucijada. el camino conecto hubiera debi­
do ser distinto al que ha seguido la Sentencia cuyo razo­
namiento jurídico no comparto. aun cuando acepte el
fallo parcialmente. La solución, a mi entender, consistiría
en el reconocimiento de que, no siendo la Ley contraria
a la Constitución (art. 24). era, sin embargo, viable el
amparo, porque su interpretación por la decisión judicial
impugnada condujo a un resultado que anulaba o dis-

o minuía la efectividad de la tutela judicial. En definitiva,
nuestra Sala Primera no tuvo necesidad alguna de plan­
tear la cuestión de inconstitucionalidad al Pleno, pero
a su vez éste. ante el hecho consumado. pudo y debió
pronunciarse en el sentido propugnado por mí. entonces
y ahora. en una Sentencia interpretativa donde se con­
diciona~a la evidente constitucionalidad del texto legal
a una aplicación distinta que no impida en ningún caso
el acceso a la justicia, en todos sus grados. ni produzca
indefensión alguna. .

Madrid, a dieciséis de febrero de mil novecientos
noventa y cinco.-Rafael de Mendizábal Allende.-Firma­
do y rubricado.

Pleno. Sentencia 49/1995, de 16 de febrero
de 1995. Recurso de inconstitucionalidad
2.902/1990 y conflicto positivo de compe­
tencia ~57/1991 (acumulados). Promovidos
ambos por el Gobierno de la Nación, dirigido
el primero contra la Ley del Parlamento de
las Islas Baleares 12/1990, de 28 denoviem­
bre, de Impuesto sobre las Loterías, y el segun­
do contra el Decreto del Consejo de Gobierno
de las Islas Baleares 103/1990, de 13 de
diciembre, por el que se aprueba el Regla­
mento que desarrolla aquella Ley.

El Pleno del Tribunal Constitu<:;ional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero_y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. Vicepresidente; don Fernando
García-Mon y González-Regueral. don Carlos de·la Vega
Benayas. don Eugenio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez
Bereijo, don José Vicente Gimeno Sendra. don José
Gabaldón López, don Rafael de Mendizábal Allende, don
Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz Villalón
y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

. SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.902/90
y en el conflicto positivo de competencia núm. 357/91,
acumulados, promovidos ambos por el Gobierno de la
Nación, representado por el Abogado del Estado, dirigido
el primero contra la Ley del Parlamento de las Islas Balea­
res 12/1990, de 28 de noviembre. de Impuesto sobre
las Loterías. y el segundo contra el Decreto der Consejo
de Gobierno de las Islas Baleares 103/1990. de 13 de
diciembre. por el que se aprueba el Reglamento que
desarrolla aquella Ley. Ha comparecido el Consejo de
Gobierno de las Islas Baleares. representado por el Letra­
do don Pedro A. Aguiló Monja. Ha actuado como Ponen-


